
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL 

DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA Y DEL CÓDIGO PENAL 

FEDERAL, PARA INTEGRAR LA ATENCIÓN, PREVENCIÓN Y SANCIÓN DEL ACOSO EN 

ESPACIOS Y MEDIOS DE TRANSPORTE PÚBLICOS, A CARGO DE LA DIPUTADA ANILÚ 

INGRAM VALLINES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

La suscrita, Anilú Ingram Vallines, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional 

en la LXIV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122, numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General de 

los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

somete a la consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y 

del Código Penal Federal, para integrar la atención, prevención y sanción del acoso los espacios públicos y en 

los medios de transporte público, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer de Naciones Unidas define la violencia 

contra la mujer como “todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener 

como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como las amenazas de tales 

actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida 

privada”; de igual forma, la Organización de Estados Americanos a través de la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer afirma que “...la violencia contra la mujer 

constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a 

la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades”, y que mediante su artículo 7 se 

establece: 

Artículo 7. Los Estados parte condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, 

por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha 

violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

... 

b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; 

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza 

que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas 

administrativas apropiadas que sean del caso; 

... 

e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y 

reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o 

la tolerancia de la violencia contra la mujer; 

f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que 

incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 



 

 
 

g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de 

violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y 

eficaces; y 

h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta 

convención. 

En el país, desde 2007 se creó la ley dedicada específicamente a analizar el problema de la violencia de género, 

la denominada “Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia” y cumple el propósito de 

garantizar el acceso a las mujeres a una vida sin violencia. Posteriormente, en el 2009 se formó la Ley para 

Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, además se creó la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia 

contra las Mujeres y la Trata de Personas dependiente de la Procuraduría General de la República, cuya 

principal función es la de investigar y perseguir los delitos federales relacionados con hechos de violencia 

contra las mujeres y los de trata de personas, con pleno respeto a los derechos humanos, a la igualdad de género 

y atendiendo al interés superior de niñas, niños y adolescentes. 

Para ONU Mujeres, como parte de la Organización de las Naciones Unidas dedicada a promover la igualdad de 

género y el empoderamiento de las mujeres, las mujeres y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), la 

igualdad de género es un derecho y La realización de este derecho es la mejor oportunidad que existe para 

afrontar algunos de los desafíos más urgentes de nuestro tiempo, desde la crisis económica y la falta de atención 

sanitaria hasta el cambio climático, la violencia contra las mujeres y la escalada de los conflictos. 

Las mujeres no sólo se ven más seriamente afectadas por estos problemas, sino que tienen ideas y la capacidad 

de liderazgo para resolverlos. La discriminación de género, que sigue obstaculizando a las mujeres, es también 

un obstáculo para nuestro mundo. 

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y sus 17 ODS, aprobados por los dirigentes mundiales en 2015, 

propone una hoja de ruta para lograr progreso sostenible que no deje a nadie atrás. 

Lograr la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres forma parte integral de cada uno de los 17 

ODS. Garantizar el respeto de los derechos de las mujeres y niñas por medio de todos estos objetivos es la única 

vía para obtener justicia, lograr la inclusión, conseguir economías que beneficien a todas las personas y cuidar 

nuestro medio ambiente, ahora y en las generaciones venideras. 

Lograr la igualdad de género de aquí a 2030 requiere adoptar medidas urgentes para eliminar las causas 

profundas de la discriminación que sigue restringiendo los derechos de las mujeres, tanto en la esfera pública 

como privada. Entre otras cosas, es necesario modificar las leyes discriminatorias y adoptar otras que 

promuevan activamente la igualdad. 

La eliminación de la violencia de género es una prioridad, ya que constituye una de las violaciones de los 

derechos humanos más generalizadas en el mundo actual. Según los datos de 87 países, una de cada cinco 

mujeres y niñas menores de 5 años ha experimentado alguna forma de violencia física y/o sexual por parte de 

un compañero sentimental. 

Por otra parte, las cifras oficiales del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi). Acorde con la 

Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares de 2016,1 realizada por el Inegi, 

cataloga el ámbito comunitario como el segundo de mayor violencia, donde 38.7 por ciento de las mujeres fue 

víctima de actos de violencia a lo largo de su vida por desconocidos. Las agresiones ocurridas en la calle son 

principalmente de tipo sexual, 66.8 por ciento. 



 

 
 

De los actos de violencia más frecuentes destaca la violencia sexual, que han sufrido 34.3% de las mujeres de 

15 años y más, ya sea por intimidación, acoso, abuso o violación sexual. Las entidades con las prevalencias más 

altas son Ciudad de México, estado de México, Jalisco, Aguascalientes y Querétaro, pero no se minimiza en el 

resto del país. 

La violencia contra las mujeres en los espacios públicos o comunitarios es sobre todo de índole sexual, que va 

desde frases ofensivas de tipo sexual, acecho (la han seguido en la calle) y abuso sexual (manoseo, 

exhibicionismo obsceno). 

En 2016, la violencia ejercida contra las mujeres en el ámbito comunitario ocurrió principalmente en la calle y 

parques 65.3 por ciento, seguido del autobús o microbús 13.2, Metro 6.5, mercado, plazas, tianguis, centros 

comerciales 5.2, vivienda particular 2.9, feria, fiesta, asamblea o junta vecinal 1.9, otro lugar público 1.5, 

Metrobús 1.2, cantina, bar, antro 1.1, taxi 1.0, iglesia o templo 0.3. 

Los principales agresores de la violencia contra las mujeres ocurrida en el ámbito comunitario, son personas 

desconocidas 71.4 por ciento y personas conocidas, amigo o vecino 20.1 y en 5.3 se trató de conductos de 

transporte público. 

Entre las razones que argumentaron las mujeres para no denunciar se encuentran: se trató de algo sin 

importancia que no le afectó 49.5 por ciento, miedo a las consecuencias o amenazas 7.3, vergüenza 8.9, no sabía 

cómo o dónde denunciar 15.2, pensó que le iban a decir que era su culpa 4.7. 

De acuerdo con los resultados de la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre la Seguridad 

Pública (Envipe) de 2018,2 la realización de encuestas de victimización han cobrado en los últimos tiempos a 

nivel mundial y nacional una importancia relevante tanto en el ámbito de los gobiernos y las autoridades 

responsables de las funciones vinculadas con la seguridad y la justicia como en el ámbito académico; a ello ha 

contribuido, sin duda, la importancia que actualmente conceden las sociedades a la aspiración de un ambiente 

de vida sin violencia, que no atente contra la integridad física y patrimonial de los ciudadanos y de las 

instituciones. 

La serie estadística Envipe que lleva a cabo el Inegi responde a este entorno, recabando información sobre la 

incidencia delictiva que afecta a los hogares y a las personas integrantes del hogar, la cifra negra, las 

características del delito, las víctimas y el contexto de la victimización; así como sobre la percepción de la 

seguridad pública, el desempeño y experiencias con las instituciones a cargo de la seguridad pública y la 

justicia, con el propósito de que las autoridades competentes del país cuenten con los elementos que les 

permitan generar políticas públicas en dichas materias. 

Para el diseño de esta serie estadística se consideraron las mejores prácticas en los temas que aborda, 

específicamente las recomendaciones de la Organización de las Naciones Unidas; asimismo se retomaron las 

propuestas de autoridades de seguridad pública y justicia, así como de expertos académicos de México, siendo 

también muy valiosa en su concepción la experiencia del Inegi en el levantamiento de encuestas vinculadas con 

la seguridad y la justicia, experiencia que se remonta a finales de la década de 1980. 

En virtud de su importancia, desde diciembre de 2011 la Envipe fue declarada información de interés nacional 

por la Junta de Gobierno del Inegi, lo cual significa que su uso es obligatorio para la Federación, los estados, el 

Distrito Federal y los municipios, por lo que su publicación es en forma regular y periódica. 

De acuerdo con estos datos oficiales, en el tema sobre el “acoso callejero”, uno de los espacios donde la 

población se sintió más insegura, con 74.2 por ciento, fue el transporte público. Por ello debe considerarse la 



 

 
 

necesidad social y legal de garantizar, a través de una norma específica de carácter general, que promueva, 

garantice y, en caso de ser necesario, sancione aquellas conductas que violenten la esfera jurídica de las mujeres 

en los espacios públicos relacionados al uso de los distintos tipos de transporte público. 

El Reporte Nacional de Movilidad Urbana en México 2014-20153 aborda, en un contexto de derechos 

humanos, la relación entre movilidad y género; señala que las mujeres realizan viajes en horarios de menor uso 

de transporte que se caracterizan por ser más cortos, de múltiples propósitos y a sitios más dispersos, debido a 

su necesidad de compaginar actividades domésticas y de cuidado con laborales o educativas, necesidades 

específicas que no se consideran en el diseño y planeación de ciudades y calles, y en el transporte. 

Adicionalmente, destaca la discriminación contra las mujeres en espacios públicos, donde el transporte 

representa un factor de riesgo de violencia sexual para ellas. 

El Código Nacional de Procedimientos Penales establece que sus disposiciones son de orden público y de 

observancia general en todo el país, en el cual se incluye un capítulo que considera a las víctimas y se 

establecen sus derechos (artículo 109): A ser informada(o) de los derechos que en su favor le reconoce la 

Constitución y otros que en su beneficio existan; A recibir trato sin discriminación y contar con asistencia 

jurídica por medio de una asesora o asesor jurídico gratuito; A recibir gratuitamente servicio de traducción, 

cuando la víctima pertenezca a un grupo étnico o indígena; A que se le garantice la reparación del daño; y 

solicitar medidas de protección y cautelares; y Para los delitos de violencia contra las mujeres, se tomarán en 

cuenta los derechos y sanciones que establece la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia. 

Aun y cuando se han planteado esquemas legales e institucionales para la atención de los distintos tipos de 

violencia contra las mujeres, en los que se busca la igualdad y equidad entre los géneros, debemos insistir en la 

necesidad de ampliar el marco jurídico específico para los tipos de violencia que enfrenta la sociedad en las 

calles y en concreto en los lugares de transporte y traslado de la ciudadanía. 

Por otra parte, en lo que respecta a la armonización del marco jurídico en las entidades federativas y los 

municipios, de acuerdo al Diagnóstico Estructural del Sistema Nacional de Prevención, Atención, Sanción y 

Erradicación de la Violencia contra las Mujeres y en el marco de la Comisión Nacional para Prevenir y 

Erradicar la Violencia contra las Mujeres,4 en 2017 el Programa de Fortalecimiento a la Transversalidad de la 

Perspectiva de Género a cargo del Instituto Nacional de las Mujeres, reportó en su matriz de indicadores de 

resultados que el índice de avance en la armonización legislativa por entidad federativa respecto a la legislación 

federal fue de 69.4 por ciento. Este índice considera la armonización de leyes en materia de igualdad, violencia 

contra las mujeres, discriminación y trata de personas, así como sus reglamentos. Asimismo, registra que el 

porcentaje de gobiernos estatales y municipales que incorporan perspectiva de género en los instrumentos de 

planeación para implantar la política en materia de igualdad entre mujeres y hombres es el 8.8 por ciento de los 

gobiernos (24 entidades federativas y 195 municipios). 

La publicación de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia ha sido replicada en 

el ámbito de las treintaidós entidades federativas y en la mayoría de ellas se han hecho modificaciones en los 

códigos penales, civiles o familiares para armonizarlos con el marco federal y con los instrumentos 

internacionales en materia de violencia contra las mujeres. Asimismo, el Sistema nacional de prevención, 

atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, reporta en los avances del programa integral 

que “la publicación de la Ley General de Víctimas coloca en un nivel superior la protección de las mujeres 

víctimas de violencia sexual, garantizando el acceso a los servicios de anticoncepción de emergencia y de 

interrupción voluntaria del embarazo en los casos permitidos la ley”, entre otros avances para alinear la 

legislación nacional y de las entidades federativas con los tratados, convenciones y acuerdos internacionales. 



 

 
 

Muchos de los avances que registra el Sistema en materia de armonización legislativa, se deben a que fue 

posible elaborar 32 agendas legislativas de las entidades federativas en materia civil y penal, que tienen el 

objetivo de reformar, adicionar o derogar preceptos que transgreden los derechos y las libertades fundamentales 

de las mujeres. En este marco, el Inmujeres reportó que “ha incidido para que los congresos locales garanticen 

los derechos humanos de las mujeres, mediante la reforma, adición o derogación de 303 normas en sus códigos 

penales y 151 en sus códigos civiles y familiares, armonizándolos con el marco federal e instrumentos 

internacionales en esta materia”. 

Aunado a lo anterior, del noveno informe de cumplimiento ante el Comité para la Eliminación de todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW),5 de la Organización de las Naciones Unidas, en el 

apartado correspondiente al tema parlamentario se derivan una serie de reconocimientos, recomendaciones y 

reiteraciones: 

C. Parlamento 8. El Comité destaca el papel fundamental que desempeña el poder legislativo para garantizar 

la plena aplicación de la Convención (véase la declaración del Comité sobre su relación con los miembros de 

los Parlamentos, aprobada en su 45 periodo de sesiones, en 2010) e invita al Congreso de la Unión a que, de 

conformidad con su mandato, adopte las medidas necesarias para llevar a la práctica las presentes 

observaciones finales desde el momento actual hasta la presentación del próximo informe periódico. 

Y, por otra parte, insistió en 

D. Principales motivos de preocupación y recomendaciones 

Contexto general y violencia de género 

9. El Comité reconoce los esfuerzos realizados por el Estado parte para superar el clima general de violencia 

y promover los derechos de las mujeres. Sin embargo, reitera sus preocupaciones anteriores 

(CEDAW/C/MEX/CO/7-8, párrafo 11) y lamenta que la persistencia de los altos niveles de inseguridad, 

violencia y delincuencia organizada en el Estado parte, así como los problemas asociados a las estrategias de 

seguridad pública, estén afectando negativamente al ejercicio de los derechos humanos de las mujeres y las 

niñas. Le preocupa además que la aparición de propaganda contra la igualdad de género en el Estado parte 

pueda socavar los logros alcanzados en los últimos años en la promoción de esta causa. 

10. El Comité reitera sus recomendaciones anteriores (CEDAW/C/MEX/CO/7-8, párrafo 12) e insta al 

Estado parte a que a) Refuerce su estrategia de seguridad pública para luchar contra la delincuencia 

organizada, en cumplimiento de sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, incluidas 

las derivadas de la Convención, y acabe con los altos niveles de inseguridad y violencia que siguen afectando 

a las mujeres y las niñas; y b) Adopte las medidas adecuadas para mejorar el conocimiento de los derechos 

humanos de las mujeres mediante campañas y actividades públicas de desarrollo de la capacidad concebidas 

y puestas en práctica con la participación activa de organizaciones de mujeres, y para contrarrestar la 

propaganda contra la igualdad de género. 

Marco legislativo y definición de discriminación contra la mujer 

11. El Comité acoge con satisfacción los esfuerzos realizados para armonizar en mayor medida el marco 

jurídico con la Convención, como la reforma del artículo 73 de la Constitución que faculta al Congreso para 

expedir leyes federales y la aprobación del Programa Nacional para la Igualdad y No Discriminación 2014-

2018. Sin embargo, sigue preocupado porque: a) La persistencia de las disposiciones discriminatorias por 

motivos de sexo en la legislación y la falta de armonización entre los códigos civiles y penales de los estados 



 

 
 

impidan la aplicación efectiva de la Convención y la legislación nacional sobre la igualdad de género; b) La 

falta de mecanismos eficaces y la insuficiencia de los presupuestos estatales asignados a la aplicación de las 

leyes sobre la igualdad de género y el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y a su seguimiento 

no hayan permitido poner fin a la discriminación, sobre todo en sus formas interseccionales, y en particular a 

la que afecta a las mujeres indígenas, las afromexicanas, las mujeres migrantes, las mujeres con discapacidad, 

las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero, y las personas intersexuales; c) La falta de un código penal 

unificado y de un mecanismo judicial para resolver los casos de discriminación contra las mujeres haya 

redundado en unos bajos índices de enjuiciamiento de los casos de discriminación por motivos de sexo. 

Violencia de género contra las mujeres 

23. El Comité acoge con satisfacción las importantes medidas legislativas e institucionales adoptadas por el 

Estado parte para luchar contra los altos niveles de violencia de género en el Estado parte. Sin embargo, sigue 

profundamente preocupado por: a) La persistencia de los patrones de uso generalizado de la violencia por 

razón de género contra las mujeres y las niñas en el Estado parte, incluidas la violencia física, psicológica, 

sexual y económica, así como el aumento de la violencia doméstica, las desapariciones forzadas, la tortura 

sexual y los asesinatos, especialmente los feminicidios; b) ...; c) El carácter incompleto de la armonización de 

la legislación estatal con la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para 

tipificar como delito el feminicidio; entre otros. 

Como se puede observar, uno de los temas pendientes es la armonización legislativa, la cual debe impulsarse en 

el marco del cumplimiento de los compromisos internacionales en materia de derechos humanos, a fin de 

garantizar leyes que den una verdadera fuerza jurídica a los preceptos de progresividad de los estándares 

universales para la protección de las mujeres y niñas. 

Actualmente, el Código Penal Federal establece en cuanto al 

Título Decimoquinto 

Delitos contra la Libertad y el Normal Desarrollo Psicosexual 

Capítulo I 

Hostigamiento Sexual... 

Artículo 259 Bis. Al que con fines lascivos asedie reiteradamente a persona de cualquier sexo, valiéndose de 

su posición jerárquica derivada de sus relaciones laborales, docentes, domésticas o cualquiera otra que 

implique subordinación, se le impondrá sanción hasta de ochocientos días multa. Si el hostigador fuese 

servidor público y utilizare los medios o circunstancias que el encargo le proporcione, además de las penas 

señaladas, se le destituirá del cargo y se le podrá inhabilitar para ocupar cualquier otro cargo público hasta 

por un año. 

Solamente será punible el hostigamiento sexual, cuando se cause un perjuicio o daño. 

Sólo se procederá contra el hostigador, a petición de parte ofendida. 

Sin embargo, a fin de dar una acción legal de sanción para actos como los atentados al pudor, el acoso sexual, 

hostigamiento sexual, aprovechamiento sexual, o cualquier conducta o conductas físicas o verbales de 

naturaleza o connotación sexual, basadas en el género, identidad, origen indígena o rural y/u orientación sexual, 

se considera integrar al Código Penal Federal una figura de tipo penal para brindar la garantía de sanción a los 



 

 
 

responsables de estas conductas. Y, asimismo, se considere este precepto en las legislaturas legales para lograr 

la armonización de las sanciones en todo el país. 

A continuación se presenta un cuadro con los preceptos legales considerados en los códigos penales estatales, 

ya que en el análisis de las legislaciones penales en las 32 entidades federativas se observa la consideración de 

sanciones privativas de la libertad, multas e incluso tratamiento terapéutico para quienes cometen actos de 

índole sexual, incluso en la vía pública: 
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El acoso callejero o acoso en las calles debe ser considerado como las conductas físicas o verbales de naturaleza 

o connotación sexual, basadas en el género, identidad u orientación sexual, realizadas por una o más personas 

en contra de otra persona o grupo de personas, a las cuales se les afecta su integridad física o mental, 

transgrediendo con aquellas conductas uno o varios derechos humanos como son la libertad e integridad física 

y/o emocional, así como el libre tránsito, creando en ellas intimidación, hostilidad, degradación, humillación o 

un ambiente ofensivo en los espacios públicos y en los espacios privados de acceso público, así como en los 

medios de transporte públicos. Y como se ha observado pocas legislaciones penales consideran el ámbito del 

espacio público. 

Acciones como palabras en doble sentido, miradas lascivas, piropos obscenos y agresivos, señas o gestos 

obscenos, fotografías tomadas de forma oculta utilizando medios electrónicos (cámaras digitales, cámaras de 

teléfono celular, plumas con cámara integrada, etcétera), contacto físico, tocamientos, entre otras conductas, al 

tratarse de acciones que se realizan sin el consentimiento de la víctima y que tiene como característica una serie 

de acciones que tiene como consecuencia el detrimento, inhibición, limitación e incluso la eliminación de los 

derechos humanos de las víctimas, ya que en un principio se afecta el estado emocional de las mujeres, por ser 

un elemento que limita el ejercicio del derecho a la ciudad por motivos de género, y que genera un tipo de 

violencia específica, ya que ocurre en entornos de vulnerabilidad como lo son los espacios públicos y el 

transporte público. 

Lo anterior genera un clima de inseguridad y la idea de que los espacios públicos, así como los medios de 

transporte público son lugares de alto riesgo para las mujeres. Esto limita evidentemente las libertades de 

movilidad y el libre tránsito, afectando la autoestima, la libertad psicoemocional y la percepción de no poder 

ejercer sus más mínimas necesidades en las mujeres que han presenciado actos de hostigamiento en estos 

lugares o que incluso ya han sido víctimas de algún tipo de acoso callejero. 

Por ello es importante integrar en la Legislación actual la tipología del acoso callejero o acoso en las calles, a 

fin de contar con elementos legales que puedan abrir el camino a la creación de una ley directa que castigue y 

sobre todo elimine este tipo de conductas tan específicas. Adicionando además sanciones de tipo penal que 

limiten y verdaderamente inhiban y en su caso, castiguen conductas impropias hacia la mujer en los espacios y 

en los transportes públicos. 

Con base en la tipificación estatal analizada y en términos de los instrumentos internacionales de los derechos 

humanos específicamente para las mujeres, se propone la redacción para adicionar la sanción correspondiente a 

la violencia en la comunidad al Código Penal Federal. 

“Al que con fines lascivos, asedie o acoso a una persona, aprovechándose de cualquier circunstancia que 

produzca desventaja, indefensión o riesgo inminente para la víctima dentro de los espacios o transportes 

públicos, expresándose de manera verbal o física mediante la realización de actos o acciones de tipo erótico o 

lujuriosas como caricias, manoseos y tocamientos corporales obscenos y que representen actos, conceptos, 

señas, imágenes explícitas, que tengan connotación sexual, lasciva o de exhibicionismo corporal, se le impondrá 

una pena de uno a tres años de prisión y multa de veinte hasta de cincuenta días multa.” Debiéndose presentar la 

denuncia respectiva. 

Por lo expuesto y fundado someto a consideración del pleno el siguiente proyecto de 

Decreto 

http://gaceta.diputados.gob.mx/Gaceta/64/2020/sep/img25-20200922-II.pdf


 

 
 

Primero. Se reforma el artículo 16, agregándose un segundo y tercer párrafos, se adiciona el artículo 16 Bis y 

se reforma el artículo 17 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, para 

quedar como sigue: 

Capítulo III 

De la Violencia en la Comunidad 

Artículo 16. Violencia en la comunidad: Son los actos individuales o colectivos que transgreden derechos 

fundamentales de las mujeres y propician su denigración, discriminación, marginación o exclusión en el ámbito 

público. 

Se considerará aquella que ocurre en los espacios públicos y medios de transporte público, a través de 

conductas físicas o verbales de naturaleza o connotación sexual, basadas en el género, identidad, origen 

indígena o rural y/u orientación sexual. 

La violencia en la comunidad se sancionará en términos de lo establecido por el artículo 259 Ter del 

Código Penal Federal. 

Artículo 16 Bis. Con objeto de contribuir a la erradicación de la violencia contra las mujeres en la 

comunidad, en los espacios públicos y medios de transporte público, las instancias de gobierno deberán 

I. Instituir los medios para la atención inmediata de este tipo de violencia, en términos del artículo 51 

de esta ley. 

II. Garantizar el libre tránsito, mediante mecanismos de vigilancia. 

III. Diseñar campañas para la erradicación de cualquier forma de intimidación y hostilidad que 

pudieran sufrir las mujeres en los espacios públicos y en los sitios de traslado. 

Artículo 17. El Estado mexicano debe garantizar a las mujeres la erradicación de la violencia en la 

comunidad, en los espacios públicos y en el transporte público a través de 

I. La reeducación libre de estereotipos y la información de alerta sobre el estado de riesgo que enfrentan las 

mujeres en una sociedad desigual y discriminatoria; 

II. El diseño de un sistema de monitoreo del comportamiento violento de los individuos y de la sociedad 

contra las mujeres; y 

III. El establecimiento de un banco de datos sobre las órdenes de protección y de las personas sujetas a ellas, 

para realizar las acciones de política criminal que correspondan y faciliten el intercambio de información 

entre las instancias. 

Segundo. Se adiciona el artículo 259 Ter al Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 259 Ter. Al que con fines lascivos, asedie o acose a una persona, aprovechándose de cualquier 

circunstancia que produzca desventaja, indefensión o riesgo inminente para la víctima dentro de los 

espacios o transportes públicos, expresándose de manera verbal o física mediante la realización de actos o 

acciones de tipo erótico o lujuriosas como caricias, manoseos y tocamientos corporales obscenos y que 

representen actos, conceptos, señas, imágenes explícitas, que tengan connotación sexual, lasciva o de 



 

 
 

exhibicionismo corporal, se le impondrá una pena de uno a tres años de prisión y multa de veinte hasta 

de cincuenta días multa. 

Este delito se perseguirá por querella de parte ofendida. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Notas 
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2 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre la 

Seguridad Pública de 2018, https://www.inegi.org.mx/programas/envipe/2018/  

3 ONU-Hábitat. Reporte Nacional de Movilidad Urbana en México 2014-2015, 
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2014-2015-Final.pdf  

4 Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. Diagnóstico Estructural del 

Sistema Nacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia Contra las Mujeres,  

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/414845/Di agn_stico_Estructural_el_Sistema_Nacional.pdf  

5 https://www.gob.mx/conavim/documentos/observaciones-finales-al-9o-informe-mexico-ante-la  

Ciudad de México, a 22 de septiembre de 2020. 

Diputada Anilú Ingram Vallines (rúbrica) 
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